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Abstract
Este trabajo pretende identificar los principales retos y obstáculos de México en el ámbito de su seguridad interior, así como las perspectivas y esfuerzos gubernamentales para prevenir y combatir las nuevas amenazas y riesgos de principios de siglo. Se intenta, por tanto, llevar a cabo un diagnóstico de la situación que guarda la seguridad interior mexicana y su relación con el contexto hemisférico; y, al mismo tiempo, evaluar las políticas públicas diseñadas y ejecutadas por el poder público.

A manera de Introducción

De la lectura de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que los términos seguridad interior y seguridad pública no tienen el mismo significado, a diferencia de la mayoría de los Estados-Nación que los utilizan de manera indistinta. Así, tratándose de aquella, el Artículo 89, fracción VI,  de la Ley Suprema de la República Mexicana, faculta al Presidente de la República para: 

Disponer de la totalidad de la Fuerza Armada permanente, o sea del 

Ejército terrestre, de la Marina de Guerra y de la Fuerza Aérea,

para la seguridad interior y defensa exterior de la Federación

De esta manera, cuando el legislador decide otorgarle al titular del Poder Ejecutivo de la Federación la facultad de empeñar a los militares ante un asunto considerado de seguridad interior, establece una clara separación y distinción con respecto a la seguridad pública, cuyo aparato coercitivo por excelencia es la policía. 

I.- Ámbito de la seguridad interior

Ahora bien, el primer problema al que nos enfrentamos es que mientras la seguridad pública se encuentra desarrollada en el Artículo 3° de la Ley General que establece las bases de coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, 
 en el caso de la seguridad interior se carece en México de una concepción clara. Por lo tanto, nos encontramos ante una laguna jurídica e indefinición que, con la actual administración encabezada por Vicente Fox Quesada, no ha sufrido alteración alguna.

Además, esta ausencia de definición oficial de seguridad interior, se presta a confusión y genera un ambiente signado por la ambigüedad; situación que no ha variado bajo el gobierno de alternancia. De ahí que se imponga explorar su verdadero significado y límites de aplicación; y, para ello, conviene analizar lo que la codificación en materia penal identifica como seguridad interior.

Contenidos y Alcances de la Seguridad Interior Mexicana

	Código Penal Estado de Jalisco

Libro Segundo – Título Primero

Delitos contra la seguridad interior del estado
	Código Penal (fuero federal)

Libro Segundo – Título Primero

Delitos contra la seguridad de la Nación
	Código de Justicia Militar

Título Séptimo - Delitos contra  la seguridad interior de la nación

	Conspiración (Artículo 104)
	Conspiración (Artículo 141)
	Conspiración -Artículos 223 y 227

	Rebelión (Artículos 105 – 109)
	Rebelión (Artículos 132 – 138)
	Rebelión Militar (Artículos 218 – 223)

	Sedición (Artículo 110)
	Sedición (Artículo 130)
	Sedición (Artículos 224 – 227)

	Motín (Artículo 111)
	Motín (Artículo 131)
	

	No se contempla
	Terrorismo (Artículo 139)
	No se contempla

	No se contempla
	Sabotaje (Artículo 140)
	No se contempla


Fuente: Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Jalisco; en particular, Título Primero del Libro Segundo – Delitos contra la Seguridad Interior del Estado, Anaya Editores, México, 2000, páginas 48-50; Código Penal para toda la República en Materia de Fuero Federal; en particular, Libro Segundo - Título Primero, Editorial Porrúa, México, 2003, páginas 43-52; y, Código de Justicia Militar; ver, Título Séptimo – Delitos contra la Seguridad Interior de la Nación, Secretaría de la Defensa Nacional, México, 1991, Tomo I, páginas 72-82.

De los tres instrumentos jurídicos contemplados, es el Código Penal para toda la Nación el que integra mayor número de tipos delictivos que se corresponden con la seguridad interior. Sin embargo, para el documento rector del desarrollo, el terrorismo y el sabotaje se identifican como amenazas a la seguridad nacional y, por ende, escapan al ámbito de la seguridad interior;  
 incluso, pueden considerarse amenazas de naturaleza global o transnacional, que no respetan soberanía ni fronteras nacionales y que obligan a diseñar y desarrollar mecanismos de cooperación bilaterales y multilaterales. 

En México, la legislación federal tipifica y define de la siguiente forma a ambas figuras:

· Terrorismo: al que utilizando explosivos, sustancias tóxicas, armas de fuego o por incendio, inundación, o por cualquier otro medio violento, realice actos en contra de las personas, las cosas o servicios al público que produzcan alarma, temor, terror en la población o en un grupo o sector de ella, para perturbar la paz pública, o tratar de menoscabar la autoridad del Estado, o presionar a la autoridad para que tome una determinación. O al que teniendo conocimiento de las actividades de un terrorista y de su identidad, no lo haga saber a las autoridades.

· Sabotaje: al que dañe, destruya o ilícitamente entorpezca vías de comunicación, servicios públicos, funciones de las dependencias del Estado, organismos públicos descentralizados, empresas de participación estatal o sus instalaciones, plantas siderúrgicas, eléctricas o de las industrias básicas, centros de producción o distribución de artículos de consumo necesario, de armas, municiones o implementos bélicos, con el fin de trastornar la vida económica del país o afectar su capacidad de defensa. O al que teniendo conocimiento de las actividades de un saboteador y de su identidad, no lo haga saber a las autoridades.

En cuanto a los delitos “contra la seguridad interior”, tanto el Código Penal del fuero federal como el de las entidades federativas (que se ilustra con el de Jalisco), coinciden en integrar tipos tales como la rebelión, la sedición, el motín, así como la conspiración para la comisión de los mismos. Veamos cómo los define la normatividad vigente:

· Rebelión: a lo que, no siendo militares en ejercicio, con violencia y uso de armas traten de: abolir o reformar la Constitución; reformar, destruir o impedir la integración de las instituciones constitucionales o su libre ejercicio; y separar o impedir el desempeño de su cargo a algunos de los altos funcionarios de estado; es decir, se alcen en armas contra el gobierno para lograr alguno de estos objetivos.

· Rebelión Militar: constituye una modalidad de la rebelión que se presenta cuando se alzan en armas elementos del ejército contra el gobierno de la República, para los mismos fines de la rebelión en estricto sentido.

· Sedición: a los que en forma tumultuaria o reunidos tumultuariamente, sin uso de armas, resistan o ataquen a la autoridad para impedir el libre ejercicio de sus funciones, con la finalidad de: abolir o reformar la Constitución; reformar, destruir o impedir la integración de las instituciones constitucionales o su libre ejercicio; y separar o impedir el desempeño de su cargo a algunos de los altos funcionarios de estado.

· Motín: a quienes para hacer uso de un derecho o pretextando su ejercicio o para evitar el cumplimiento de una ley, se reúnan tumultuariamente y perturben el orden público con empleo de violencia en las personas o sobre las cosas, o amenacen a la autoridad para intimidarla u obligarla a tomar alguna determinación.

· Conspiración para cometerlos: a quienes resuelvan de concierto cometer uno o varios de estos delitos y acuerden los medios de llevar a cabo su determinación; o al que instigue, incite o invite a la ejecución de estos delitos.

Cabe destacar que estos últimos cuatro delitos se consideran de carácter político y suponen la suspensión de los derechos políticos para quienes los cometan. (Artículo 144 del fuero federal y 112 del fuero común) Y, a partir de estos tipos delictivos, se debe definir claramente como concibe el Estado Mexicano a la seguridad interior. Para ello, resulta conveniente abrevar en los estudios del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR), institución que ha generado doctrina que nos permite cubrir este vacío conceptual y afirmar que la seguridad interior persigue garantizar el orden y la tranquilidad públicas y la paz social. 
 Con este fin, a menudo debe enfrentar situaciones de violencia doméstica que se definen como disturbios interiores y tensiones internas, en las que las policías son rebasada en su capacidad disuasiva y reactiva, pero que no revisten la gravedad como para ser consideradas riesgo o amenaza a la seguridad nacional. 

II.- Recursos de Autoridad 

Recapitulando, la seguridad interior constituye una situación difícil de aprehender que, en el derecho comparado, se suele denominar de conmoción interior, y para la cual se dispone de una especie de policía militarizada: las fuerzas de seguridad o fuerzas intermedias, con lo que se evita recurrir a las fuerzas armadas para restablecer el orden público y la paz social.

El personal encuadrado en estas fuerzas intermedias posee “estado militar” y las mismas encuentran sus orígenes en los dos grandes movimientos revolucionarios de fines del siglo XVIII: la independencia de las trece colonias de Norteamérica y la revolución francesa, con la emergencia de la Guardia Nacional y la Gendarmería Nacional, respectivamente.  

El alzamiento en armas contra Gran Bretaña y el posterior proceso de emancipación, consagran en la América anglosajona la institución de la Guardia Nacional; a la sazón, agrupación paramilitar de gente armada, para la defensa del país y del orden público, bajo un mando territorial. 
  La misma se puede definir como la fuerza armada local, integrada por ciudadanos e instruida por las autoridades estatales correspondientes, para defender y preservar la soberanía del país, así como la paz y el orden internos;  e incluso, tratándose de casos de emergencia, se encuentra preparada para solucionar la situación crítica, sin movilizar el ejército, o bien ejercer un control efectivo mientras llegan los militares.

La Guardia Nacional responde a la concepción de nación y pueblo en armas y en Estados Unidos sus antecedentes históricos se encuentran en la milicia colonial de 1637 y su reglamentación en la primavera de 1792 -ya como nación independiente- al promulgarse la Ley de Llamamiento y de Milicia Uniforme (The Militia Act). De esta forma, de la mano de la revolución, se institucionaliza la tradición del “ejército dual” y se conservan las milicias históricas (reserva de ciudadanos-soldados), junto con una pequeña fuerza profesional que aporta experiencia militar y poder de permanencia. 

En el caso de Francia, se opta por la Gendarmería Nacional, etimológicamente gente de armas, a la que se define como una fuerza militar que vigila la seguridad pública, el mantenimiento del orden y la ejecución de las leyes; y que participa, legítimamente, en la defensa de la nación. 
 Si bien su antecedente histórico abreva en la maréchaussée, creada a principios del siglo V -con atribuciones mixtas, civiles y militares, y un campo de acción sobretodo en el medio rural; su acta de nacimiento puede considerarse la Ley de Organización General del 16 de febrero de 1791, que en su artículo 1° dispone que “La maréchaussée se llama desde entonces Gendarmerie Nationale.” 
 Más adelante, cuando Napoleón Bonaparte escribe al rey de Nápoles, la define como: 

“...una organización que no existe en ningún otro país de Europa...es la manera más eficaz para mantener la paz y la tranquilidad...una vigilancia mitad civil, mitad militar, esparcida por todo el país y que da los informes más precisos...”

Tratándose de México, el legislador adopta el modelo estadounidense; aunque la Guardia Nacional, en tanto institución, sólo se encuentra como letra muerta en la Constitución, porque desde 1917 hasta nuestros días jamás ha sido activada o reglamentada. El incumplimiento de este mandato constitucional fue superado debido a que -tal como se analizó- se le reconoce al Presidente, en su calidad de comandante supremo de las fuerzas armadas, la facultad de disponer de las mismas para la seguridad interior. 

De esta forma, cuando el Estado mexicano debía hacer frente a una situación de disturbios, violencia o tensiones internas, invariablemente recurría al instrumento militar; y los acontecimientos del 2 de octubre de 1968 en el patio de las Tres Culturas en Tlatelolco, ciudad de México, constituyen tan sólo un ejemplo de un camino jalonado por la expansión del rol de los militares, ante la ausencia de una fuerza de seguridad o intermedia en México. En este tenor, la planeación militar en México incluye los planes DN-II y DN-III, para la seguridad interior y los casos de desastre (protección civil), respectivamente.

Pero, desde el punto de vista estrictamente legal, esta competencia del Poder Ejecutivo de la Federación se contradice a la luz de la prevención del Artículo 129 de la Carta Magna de México, que a la letra reza: 

En tiempos de paz, ninguna autoridad militar puede ejercer más funciones 

que las que tengan exacta conexión con la disciplina militar. 

Solamente habrá comandancias militares fijas y permanentes en 

los castillos, fortalezas y almacenes que dependan inmediatamente del 

Gobierno de la Unión, o en los campamentos, cuarteles o depósitos que, 

fuera de las poblaciones, estableciere para la estación de las tropas

Sin embargo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación va más allá y en cinco Tesis de su Pleno (Tesis XXV/96, XXVII/96, XXVIII/96, XXIX/96 y XXX/96) 
 establece que las tres fuerzas “pueden participar en acciones civiles a favor de la seguridad pública, en auxilio de las autoridades civiles”; es decir, incluso en casos de seguridad pública. En ese espíritu y de conformidad con la interpretación del máximo tribunal mexicano, empeñar a los militares en misiones y funciones de seguridad interior sí se ajusta a derecho.

Como quiera que sea, este vacío institucional cesa con el advenimiento de la Policía Federal Preventiva (PFP), 
 creada con la misión de “Salvaguardar la integridad y derechos de las personas, prevenir la comisión de delitos, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos, con estricto apego a las leyes y a los derechos humanos de las personas”. 

Oficialmente, esta nueva institución nace el 4 de enero de 1999, 
 bajo la modalidad de: “...órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación”;  
 con la intención trunca de fusionar a la policía federal de caminos (antes dependiente de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes), la fiscal (Secretaría de Hacienda y Crédito Público) y migratoria (Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación). Resulta ser un esfuerzo trunco, porque no se logra incorporar a estas dos últimas corporaciones policiales, pero sí a los efectivos de la extinta policía federal de caminos, a elementos del Centro de Investigación y Seguridad Nacional (CISEN) y de la Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA), “instituciones que -siguiendo a Sergio Aguayo- tienen relativamente solucionado el problema de la corrupción”. 

Probablemente en el mediano y largo plazos la autoridades se vean forzadas a mediar y resolver un conflicto de competencias entre esta flamante fuerza de seguridad y las fuerzas armadas, puesto que en la Ley y Reglamento de la PFP se plasman misiones y funciones tradicionalmente de competencia exclusiva de los militares.

En tanto que, con el advenimiento del primer gobierno de alternancia en el orden federal, se toma la decisión de continuar y consolidar el proyecto de la PFP como fuerza intermedia o policía militarizada del gobierno central; se renueva el convenio entre la SEDENA y la flamante Secretaría de Seguridad Pública, para mantener e incluso incrementar el número de militares en actividad comisionados en diversas áreas de la PFP; y ello explica que las Fuerzas Federales de Apoyo, principal componente operacional de la PFP, estén integradas en su totalidad por militares en virtud del citado convenio.

En síntesis, en materia de seguridad interior, el gobierno que se asume del cambio más se acerca a una continuidad de los proyectos y vacíos legales que caracterizaron la gestión de Ernesto Zedillo Ponce de León.

III.- Retos y perspectivas de México en el ámbito de su seguridad interior

A la ausencia de una definición oficial de seguridad interior y el desarrollo de una fuerza policial de naturaleza militar, se suma un conjunto de tendencias y desafíos que suelen condicionar el diseño y la ejecución de las políticas públicas en la materia, y que se presentan a continuación:

· Mayor injerencia del centro: la PFP debería ser considerada una fuerza de seguridad de carácter complementario a las fuerzas policiales estatales y municipales de México; esto es, sólo intervenir a solicitud expresa y motivada de las autoridades locales, y cuando el orden público y la paz social sean severamente alterados y los instrumentos de fuerza de estos órdenes de gobierno sean rebasados. En este tenor, la intervención de la PFP debería ser de carácter temporal; de lo contrario, se correría el riesgo de un intervencionismo del gobierno central sobre sus pares locales.

· Militarización de la seguridad pública: en el mismo sentido, abusar del uso de la PFP, contribuiría a profundizar el proceso de militarización de la seguridad ciudadana en México y, por ende, generar estrategias y líneas de acción cuyo significado sería la antítesis de las recomendaciones del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). 

· Consolidación de la delincuencia organizada: en los últimos años los delitos que muestran un crecimiento de carácter crítico son los que se corresponden con el crimen organizado, con las mafias: robo de mercancía a transporte, robo de vehículos, delitos contra la salud y mercado negro de armas, por dar sólo unos cuantos ejemplos. Ante ello, se impone el desarrollo de la Dirección General de Inteligencia para la Prevención de la PFP, es decir, recolectar e interpretar información que permita a las fuerzas intermedias mexicanas conocer las causas de los delitos y, sobre todo, de conductas antisociales de seguridad interior, y tomar -ex ante- las medidas preventivas que impidan su comisión.
· Internacionalización policial: como contrapartida, se intensifica la presencia y la cooperación mundial para combatir el flagelo del crimen organizado transnacional, en especial el tráfico de armas, narcotráfico, tráfico de personas y de vehículos. Durante estos últimos años se hace sentir la Agencia Federal de Investigaciones (FBI) y la Agencia de Combate a las Drogas (DEA), ambas de Estados Unidos y con sendos delegados en México; las que, además, ofrecen e imparten cursos de especialización. Es de prever que, en la medida que se detecte la presencia o los intercambios con otras mafias, se verifique la participación de otras agencias policiales que ya tienen representación permanente en la ciudad de México, tales como la policía nacional de Colombia, el Cuerpo Nacional de Policía de España y la policía nacional francesa. Tratándose de la PFP, debería fomentarse la cooperación internacional con sus pares de terceros países.

· Relación con el contexto hemisférico: detrás de las decisiones gubernamentales en México subyace una tensión permanente entre el interés nacional (IN) y el peso de la historia; y la realidad demuestra que, en la mayoría de los casos, se impone este último. Así, por ejemplo, el IN recomienda cultivar relaciones amistosas con Estados Unidos, nuestro principal socio comercial, inversor extranjero y proveedor de tecnología, con el que además compartimos poco más de 3,200 kilómetros de frontera terrestre y en el que residen aproximadamente 20 millones de connacionales. Desde esta racionalidad, resulta paradójico que México haya sido el último país en adoptar una postura de solidaridad con Estados Unidos, una vez consumados los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001; hecho al que se suma el posterior rechazo a la acción militar contra el régimen iraquí, en calidad de miembro no permanente del Consejo de Seguridad de la Organización de Naciones Unidas . 

Una vez más, se impone el peso de la historia: se trata de una herida no cicatrizada, de la visión de Estados Unidos como antiguo enemigo, que en 1847 y en virtud del Tratado Guadalupe-Hidalgo, le arrebató a México aproximadamente 2 millones doscientos mil kilómetros cuadrados de territorio y que sucesivamente aplicó una política intervencionista contra su vecino del sur; lo que derivó en el reconocimiento de que México se encuentra “tan lejos de Dios y tan cerca de Estados Unidos”. 
 Probablemente lo que explica la incomprensión e incluso abierta oposición del gobierno mexicano a las políticas internacional y de seguridad nacional de la Unión Americana, sea la memoria histórica signada por la colisión de intereses entre ambas naciones y la recurrencia estadounidense a la imposición de la fuerza para dirimir diferencias con México.

Actualmente y en el corto plazo, para México se presenta una situación dual, de riesgo pero a la vez de oportunidad: en el primer caso, por los irreversibles efectos negativos sobre el tratamiento de las minorías y migrantes indocumentados en territorio estadounidense, así como por las diferencias de percepción de la amenaza y, por ende, de las políticas y estrategias de seguridad nacional identificadas como más idóneas; como oportunidad, por el evidente crecimiento y desarrollo de la cooperación bilateral en materia de seguridad, a la luz de la posición relativa México y sus reservas de petróleo. La Unión Americana necesita la cooperación de nuestro país en materia de seguridad e inteligencia, para anticiparse a los riesgos y amenazas de mayor probabilidad de ocurrencia. En contrapartida, México puede sabiamente aprovechar esta coyuntura y obtener de Estados Unidos su decisivo apoyo para profesionalizar a los hombres y mujeres responsables de velar por su seguridad interior. La postura a favor de la cooperación o la confrontación dependerá en el futuro del perfil y la visión de quien se encuentre al frente de los destinos de la Nación: el estadista u hombre de Estado seguramente apostará por cultivar las relaciones bilaterales entre países que comparten un destino común, mientras que el gobernante o político sólo tomará decisiones de corto plazo y de naturaleza político-partidista y electoral. En última instancia, en México, una vez más será al más alto nivel de conducción política (Presidente) donde se moldeará el futuro de las relaciones bilaterales, en particular, y de las relaciones con el resto del hemisferio, en general.

· Factores cuantitativos sobre componentes cualitativos: tradicionalmente, las sucesivas administraciones centrales ponen el acento en los factores cuantitativos de la estructura de fuerza de seguridad, en detrimento de los intangibles o aquellos difícilmente mensurables, tales como el liderazgo, la doctrina policial, los procesos de reclutamiento, selección, formación y promoción, los sistemas de información y los códigos de actuación. Se jerarquiza así la cantidad y se descuidan particularmente los factores cualitativos no materiales. En el futuro se esperaría un cambio a partir de una concepción de la seguridad interior que privilegie la calidad sobre la cantidad y que coadyuve a sustituir a los militares por elementos propios seleccionados y formados en la Academia de San Luis Potosí de la PFP.

· Vinculación con instituciones de educación superior: hasta el momento, los sucesivos gobiernos federales se han caracteriza por una situación de divorcio con las universidades. El estado debería aprovechar la masa crítica humana de las instituciones de educación superior tanto para renovar personal, como para generar una definición clara de seguridad interior, diseñar y realizar estudios sobre causas de la comisión de delitos típicos de su ámbito, zonas criminógenas y evaluación de estrategias y líneas de acción. Si en las universidades es donde se genera y transmite el conocimiento, un asunto crítico como la seguridad interior debería abrevar de la fuente del saber por excelencia.

· Participación de la sociedad civil: deberían canalizarse las energías sociales y fomentarse mecanismos de participación de la comunidad, tanto para la prevención de los delitos tipificados como de seguridad interior como para su resolución, ya que sin la cooperación ciudadana difícilmente se podrá resolver un ilícito. En otras palabras, debería concebirse a la sociedad como aliado en la lucha contra la inestabilidad y la pérdida de paz social e incorporarla en el esfuerzo por su resolución.

· Construcción de indicadores y proceso de evaluación: debería optarse por la certificación de cada función de la PFP, así como por la evaluación de los resultados de cada estrategia y línea de acción; pero, para ello, se impondría la construcción de indicadores. Y es que la seguridad interior no es gratuita, tiene un costo y, por ende, debería estar sujeto a un proceso de evaluación constante y continua.

· Seguridad interior como Política de Estado: no todo debe politizarse; por lo que debería establecerse un acuerdo o pacto entre las fuerzas políticas mexicanas, en virtud del cual se asumiera el compromiso de mantener a las fuerzas intermedias al margen de las disputas político-partidistas; en todo caso, se trataría de concebir a la seguridad interior como una Política de Estado, de carácter permanente, con elevados estándares profesionales y más allá de los vaivenes de la política.

En conclusión, el término seguridad interior se presta a confusión y se corre el riesgo que la interpretación discrecional del Poder Ejecutivo sobre su significado derive en violaciones a los derechos humanos; de ahí que sea imperativa una definición oficial sobre lo que el estado en México entiende por seguridad interior. La génesis y desarrollo de la PFP demanda, al mismo tiempo, una separación del personal castrense y su sustitución por efectivos formados en un molde común de naturaleza de fuerza intermedia. Por último, la seguridad interior debería concebirse como una política de estado, para evitar el botín político, la falta de continuidad de las políticas, estrategias y líneas de acción y la preeminencia de intereses sectoriales o partidistas. Así y sólo así, en México estaremos en condiciones de enviar definitivamente a los militares a cuarteles de invierno en materia de seguridad interior y garantizar la estabilidad, el orden y la paz social que la sociedad demanda.
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